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Sesión Tarde 22/1/2010
Taller 2. Ciudad como reto. Resumen de lo tratado y propuesto

Se decide entrar prosiguiendo el debate de la mañana respecto a determinados temas que han quedado encima de la mesa. No obstante, 
 sólo hay tiempo de abordar todo lo relacionado con la plusvalía y la rehabilitación frente al desarrollismo. 

HACIA UN NUEVO SISTEMA DE PLUSVALÍA URBANÍSTICA

Posición de relator

La primera legislación integral de carácter urbanístico en España concibe la plusvalía urbanística como el eje y el motor del desarrollo urbanístico. Dicha plusvalía se otorga al propietario de suelo, clase terrateniente, a cambio de la entrega gratuita por la propiedad a la Administración Pública, que asume un papel puramente pasivo, del suelo urbanizado con destino a dotaciones públicas. 

En contextos económicos recesivos, donde la plusvalía no existe, la Administración Pública se ve entonces compelida a asumir un papel más activo para afrontar los retos de la mejora de la ciudad. Por el contrario, en contextos económicos expansivos, se busca que la plusvalía urbanística generada financie íntegramente las actuaciones de mejora en la ciudad, lo que ha terminado forzando las soluciones urbanísticas en búsqueda de unas intensidades habilitadas más allá de lo razonable. Esta práctica no pocas veces auspiciado por las propias Administraciones Públicas – entidades gestoras de infraestructuras de transporte, sociedades de gestión urbanística, transformaciones de barrios residenciales, etc. –

El nuevo reto del Urbanismo consiste entonces en migrar el concepto tradicional de plusvalía hacia un enfoque más acorde con el principio de sostenibilidad, la necesidad de que las ciudades ofrezcan ventajas competitividas en un contexto globalizado y el creciente y progresivo protagonismo que va adquiriendo la ciudadanía en el mundo de la planificación y de la gestión urbanística. 

Intervenciones de los asistentes al taller

Lo primero que hay que resaltar es la necesidad de reconstruir el concepto tradicional de la plusvalía urbanística. Así, 

1. La plusvalía urbanística no tiene exclusivamente una dimensión económica sino social y ambiental. Es la propia ciudad considerada en su conjunto, no sólo un conjunto de propietarios, la que se beneficia de la acción urbanística. El beneficio del propietario del suelo es más propio del Urbanismo desarrollista del siglo pasado que del Urbanismo sostenible. 

2. Más es cierto este primer axioma, cuando se trata de actuaciones públicas de transformación urbanística mediante obras de mejora urbana en tejidos sub-urbanizados de nuestras ciudades. Aun así, entre estas, hay que establecer una clara distinción entre:

a. Operaciones de mejora por recualificación del ámbito (cambio de uso) Estas operaciones incorporan un fuerte contenido de mejora ambiental pero no necesariamente descartan la existencia de plusvalía desde el punto de vista económico (ABANDOIBARRA, AMEZOLA, etc.)

b. Operaciones de regeneración socio-urbanística en barrios residenciales. Estas operaciones incorporan un considerable contenido de reequilibrio urbanístico y social y difícilmente pueden incorporar, consideradas en sí mismas, plusvalías económicas (BILBAO LA VIEJA). No pocas veces la Administración proyecta operaciones de redensificación para, así, auto-financiar la obra de mejora, dando lugar a resultados urbanos nefastos. Por ejemplo, en Madrid hay ejemplos de intervenciones en barrios en el que la actuación que se pretendía auto-financiada ha terminado por resolver la transferencia del exceso de edificabilidad a otros ámbitos de la ciudad al ser literalmente imposible o inconveniente materializarlos en el propio ámbito de la actuación.   

3. La plusvalía urbanística en su dimensión social y ambiental, aunque complicada de medir, sí debe dar pie a que determinadas actuaciones urbanísticas estén acompañadas de aportaciones económicas derivadas de Presupuestos Públicos. Si hay un beneficio, un interés público, sectorial es lógico que las actuaciones de mejora urbana deban incorporar financiación complementaria a través de aportaciones presupuestarias finalistas de estas mismas administraciones sectoriales.

4. Aunque la plusvalía derivada de actuaciones urbanísticas tenga un impacto más amplio que el económico, lo cierto es que debemos imponernos la pregunta sobre si desde las Administraciones Públicas realmente están participando en esa plusvalía económica en todas sus variantes. Así, podemos constatar que la plusvalía urbanística, centrada en el punto de vista estrictamente económico, tiene diferentes manifestaciones. Así, 

a. Plusvalía generada EX ANTE por la acción pública. Bajo este concepto  comprendemos la plusvalía que es generada por la alteración de las condiciones urbanísticas del suelo derivada de la ordenación urbanística tanto en suelo urbano como urbanizable. En este caso, la participación de la Administración Pública consiste en la técnica de obtener un % de la nueva edificabilidad otorgada a los propietarios de suelo. Más bien, habría que hablar en propiedad de que el Ayuntamiento se reserva en su favor ese %, otorgando a los propietarios el resto de la edificabilidad. 

No obstante, se constata que esta técnica tiene sus externalidades:

· La participación así proyectada puede generarse en actuaciones donde la plusvalía económica no exista. Por ejemplo, actuaciones donde la nueva edificabilidad no compensa económicamente los costes de reurbanización asociados a la actuación. Aunque la Ley de Suelo del Estado (TR 2/2008) ha intentado introducir algunas matizaciones a este respecto, modulando el porcentaje de dicha participación hasta incluso eliminarla, casi ninguna legislación urbanística autonómica la ha transpuesto.

· No existe un control público efectivo que asegure la correcta aplicación de estos fondos así obtenidos a los destinos marcados legalmente – entre los que suele incluirse la regeneración de las áreas degradadas -. Conviene no descartar el control ciudadano como un posible remedio.

· El último “pagano” de esta participación no siempre bien aplicada por la Administración siempre termina siendo el futuro usuario de las viviendas que se proyectan en estos nuevos desarrollos. Estos ven presionado al alza el coste de acceso a las mismas por la vía del precio de compra o de alquiler. La Administración municipal, hasta el momento, tampoco se ha preocupado de compensar con los fondos de esa participación económica a estos colectivos sociales damnificados mediante la articulación de políticas de discriminación positiva en su favor.

Quizás convendría ensayar otras fórmulas de participación pública en las plusvalías generadas por la acción urbanística de los entes públicos. Una de las propuestas sugiere otorgar carácter concesional a la edificabilidad separando de esa forma la propiedad del suelo y el derecho a edificar – que le corresponde a la Administración -. Para salvar el hecho de que el artículo 47 CE habla de “participar” no de apropiarse de toda la edificabilidad, podría pensarse en reservar un pequeño porcentaje de esa edificabilidad a favor del propietario del suelo y el resto residenciarlo en la Administración. No obstante, existen multitud de incógnitas que habría que salvar en la defensa de esta posición. A saber, ¿qué pasa con los edificios ya construidos? ¿Cómo asegurar la financiación en un bien que va perdiendo valor con el paso del tiempo? ¿Cómo reconstruir la naturaleza contractual de la concesión administrativa (sujetos, objeto, tiempo, etc.)
. No obstante, en operaciones de reforma y mejora urbana en nuestras ciudades y ante la ausencia de recursos económicos presupuestarios, otorgar por parte de la Administración a favor de las cooperativas de residentes la concesión para la  explotación de los nuevos inmuebles habilitados por la ordenación urbanística, caso holandés, nos abre  una nueva forma de concebir el acción urbanística más participativa, menos especulativa y socialmente más responsable.  

Otra de las fórmulas jurídicas alternativas que se proponen para la captación de plusvalías ex ante es la de reservar legalmente a favor de la Administración una opción de compra de los terrenos que sean objeto de recalificación a valor inicial. Si la recalificación urbanística supone en la realidad una plusvalía económica, la opción de compra se revalorizará de forma directamente proporcional con el plus valor generado por la acción urbanística. Esta técnica asegura circunscribir la participación a la plusvalía real generada por el mercado.      

b. Plusvalía generada EX POST por la acción pública. Nos referimos con la misma a las plusvalías inducidas en los patrimonios inmuebles de las propiedades localizadas en ámbitos que han sido objeto de actuaciones de mejora urbana. Así, por ejemplo, la llegada del sistema de METRO a determinadas localizaciones ha supuesto la revalorización patrimonial de los particulares a costa del erario público. Esto planteamiento suscita dos cuestiones: 1) Por el efecto de gentrificación que provocan este tipo de actuaciones y 2) La técnica que parece más óptima para la obtención y participación pública en esta plusvalía indirecta generada por la acción pública regeneradora. 

En lo que refiere al primer aspecto, debe tenerse en cuenta que estas actuaciones urbanísticas financiadas y facilitadas desde lo público han supuesto de forma irremediable una elevación generalizada de los precios en el mercado inmobiliario local, con el efecto consiguiente de desencadenar un proceso de gentrificación y de desplazamiento de las clases sociales menos pudientes hacia otros barrios. Este puede haber sido el caso de determinadas actuaciones de “regeneración urbanística” lideradas por la sociedad BILBAO RIA 2000. Estas operaciones, que han querido presentarse como ineludibles desde lo público, han capturado y han privatizado en favor de estas sociedades públicas la plusvalía que ha sido generada por una acción urbanística financiada con fondos públicos – y por lo tanto, de todos los ciudadanos-. En ocasiones extremas, incluso podría decirse que ha sido mayor la plusvalía pública apropiada por la sociedad que la aportada por la acción de regeneración que lidera (por ejemplo, se cita el caso de las viviendas de ABANDOIBARRA que se revalorizan porque se erigen dando frente al parque de DOÑA CASILDA, parque público preexistente a la actuación) 

En lo atinente al segundo aspecto, la técnica de recuperación pública de la plusvalía generada por la acción pública regeneradora, se citan varias posibilidades. Hay consenso en afirmar que esa recuperación pública de plusvalías debe practicarse por vía fiscal y que el hecho impositivo debe devengarse cuando el inmueble pasa de ser considerado como bien de inversión dejando ser bien de uso, esto es, en el momento de su venta. 

En este sentido, una propuesta podría ser la de recuperar la técnica de las contribuciones especiales – en este caso, con acceso al Registro de la Propiedad, asiento a extinguir en el momento de la transmisión de propiedad del inmueble-. No obstante, seguidamente se pone de manifiesto que las contribuciones especiales no tienen por objeto gravar las plusvalías sino resarcir a la Administración de las obras que se han afrontado para la mejora urbana, con independencia de la existencia o no de la plusvalía- Por otra parte, la técnica adolece de una complejidad aplicativa importante (a quién y en qué grado se impone,...) Por estos motivos se descarta.   

Por el objeto y sentido de su aplicación, también se descartan como vías fiscales de recuperación de plusvalías generadas ex post, las figuras tributarias del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (su aplicación es ajeno a la existencia de plusvalías) y el extinto impuesto sobre solares (cuyo objetivo era evitar las prácticas retentivas de suelo por parte de sus propietarios) La figura tributaria cuyo hecho imponible más se ajusta al objeto de lo que se pretende y que además se devenga en el momento de la transmisión, momento en el que se ponen de manifiesto las plusvalías existentes, es el llamado impuesto municipal de “plusvalía” (impuesto sobre el incremento del valor de los bienes de naturaleza urbana) No obstante, la práctica de este impuesto es además de poco inteligible, muy burocrática e incomprensible. La revisión de la normativa aplicable a este impuesto guarda una potencialidad muy importante porque, bien regulado, consigue gravar las cadenas especulativas de las transmisiones inmobiliarias actuando de esta forma como un mecanismo regulador y anticíclico (algo así como el mecanismo propuesto para el gravamen de las cadenas especulativas de transmisiones de capital de cara a hacer más transparente el mismo)

EL RETO DE LA REGENERACION URBANA Y REHABILITACIÓN ¿CRECIMIENTO CERO?

Posición de relator

Desde los instrumentos de ordenación territorial (por ejemplo, los Planes Territoriales Parciales) y los estudios de sostenibilidad económica que deben incorporar los Planes Generales, está empezando a adquirir presencia y relevancia un fenómeno que, hasta hace no demasiado, era absolutamente impensable. A saber, que las previsiones de crecimiento y calificación de suelo de los PGOU vigentes están sobredimensionadas, de modo que los nuevos instrumentos de ordenación se encuentran con el hecho de tener que desclasificar suelo. También está ocurriendo que las crecientes exigencias de la legislación sectorial (aguas, ruidos, etc.) están obligando a “esponjar” el suelo céntrico y ya urbanizado, por lo que se produce aquí también la necesidad de “menguar”.

Intervenciones de los asistentes al taller

Lo primero que se debe constatar es que cuando hablamos del reto de la regeneración de nuestras ciudades para la mejora de su calidad urbana, igual no estamos hablando de los mismo. Así por ejemplo, mientras la calidad urbana en Euskadi exige un índice de compacidad mínimo – dada la escasa disponibilidad de suelo apto para urbanizar -, en la ciudad de Valencia, muy por el contrario, lo que se reclama es un esponjamiento residencial urgente. 

Aclarado este extremo, la necesidad de no-crecer es debido a la imposibilidad de extender la ciudad más allá de unos límites físicos que parezcan razonables. Este debate está actualizado con ocasión de la tramitación del Plan Territorial Sectorial de Suelo Agroforestal que va a impedir, de hecho, la expansión del territorio municipal o incluso va a traer por consecuencia la obligación de desclasificar suelo urbanizable para centrarse en la reconversión de suelo urbano.

Muchos Planes Generales proyectan sus necesidades territoriales de desarrollo con una temporalidad muy exagerada y con unos índices de esponjamiento desproporcionados. Esta mala praxis quizás obedezca a la inflexibilidad en la gestión de los propios documentos de planificación urbanística. El resultado al final consiste en tener mucho suelo clasificado como apto (“manchado”) pero que permanece en el tiempo vacante de desarrollo al no tener demanda. 

No podemos olvidar tampoco que la programación del desarrollo urbanístico previsto en el PGOU, según la Ley 2/2006, es una determinación de ordenación estructural, por lo que estos desarrollos deben estar cronológicamente estructurados y guardar una secuencia temporal lógica entre los mismos. Esta previsión parece entonces que está bien alineada con la preocupación y el requerimiento por el urbanismo sostenible. 

¿Podría pensarse en establecer en nuestros PGOU una priorización mediante un condicionado previo para la puesta en marcha de las operaciones de regeneración de determinados tejidos urbanos con carácter previo a la puesta en carga de desarrollos expansivos? No obstante, esta idea no satisface a buena parte de los presentes por los siguientes motivos:

a. Mediante experiencias de adopción de medidas similares en otras partes del mundo (especialmente en el mundo latinoamericano) se ha demostrado que las prohibiciones y moratorias no evitan venir acompañadas de la huida del sector económico inversor a territorios menos rigurosos y de la proliferación progresiva en sustitución del sector económico promotor de “urbanizaciones piratas”.

b. Este planteamiento de “expansión cero” parece resucitar el paradigma de las antiguas murallas medievales que hoy son reemplazadas por las nuevas “murallas jurídicas”. Finalmente, expresado de forma gráfica, tendremos un territorio con mucho hábitat pero muy pocos habitantes.

c. Desde el punto de vista práctico, desde la visión de un gestor público que tiene que dar respuestas a corto o medio plazo a sus ciudadanos, tampoco podemos perder de vista que es bastante más práctico y barato optar por la expansión que por la regeneración. Eso es una realidad incontestable y que lastra cualquier planteamiento que quiera ser medioambiente sostenible. 

d. Los propios ciudadanos se suelen mostrar más reacios a planteamientos de mejora de sus barrios (peatonalizaciones, limitaciones para aparcamientos, recuperación de espacios privados para usos públicos, etc.) que a dar por bueno el planteamiento de nuevos desarrollos urbanísticos para la solución de sus problemas (necesidades de vivienda, etc.) Hay quien aduce que las operaciones de mejora urbana no suelen venir muchas veces acompañadas por la Administración de la “pedagogía ciudadana”, encaminada a poner en juego la implicación colectiva del barrio en el planteamiento urbanístico realizado. Estas actuaciones de mejora urbana no pueden ser vistas por los vecinos como un corolario de derechos sin venir acompañadas al mismo tiempo de ningún deber. 

Independientemente de la solución que los PGOU adopten acorde con sus respectivas estrategias territoriales en la disyuntiva expansión/regeneración, lo que parece claro es la necesidad de cambiar de paradigma. El Urbanismo no puede ni debe pagarlo todo. No son pocas las administraciones sectoriales que se han negado a aportar de sus recursos presupuestarios con el objeto de la inversión y mejora en el servicio prestado. El soterramiento de infraestructuras ferroviarias, por ejemplo, en la ciudad de Bilbao ha sido financiado con edificabilidad urbanística explotable sobre la rasante de los espacios liberados. ¿Acaso esta práctica no trae por consecuencia tensionar con fines puramente especulativos el planeamiento urbanístico – incrementando edificabilidad - y el mercado inmobiliario? ¿Es eso razonable cuando estamos hablando que los sujetos responsables de esta praxis son las propias administraciones públicas? 

La experiencia nos ha enseñado que en el momento de plantear una operación de mejora urbana en nuestras ciudades resulta entonces de vital importancia tener en cuenta las siguientes consideraciones:

1. ¿Qué edificabilidad urbanística es razonable que el ámbito objeto de regeneración incorpore? ¿Dónde está el límite razonable? Nunca debemos olvidar la estrecha relación que existe entre la edificabilidad otorgada y la movilidad posibilitada (entendida como accesibilidad sin vehículo privado)

2. ¿Qué oportunidades adyacentes para el interés público se pueden generar de forma añadida? Mejora de la red de saneamiento, soterramiento de redes, mejora del sistema de aparcamientos, etc. 

3. ¿Para quién se regenera? ¿Quién resulta favorecido de forma directa o de forma indirecta de la regeneración? ¿Quién resulta perjudicado? ¿Qué medidas de compensación o minimización se van a poner en marcha?

4. En función de lo anterior, ¿cuál es el papel de financiación que deben asumir las respectivas Administraciones Públicas implicadas? ¿Puede existir captación de fondos privados? Y en virtud de lo anterior, ¿Cuál resulta el instrumento de gestión más óptimo desde la consideración de su operatividad y flexibilidad?

5. ¿Cuál es la percepción e implicación ciudadana en el proyecto? Nunca se puede perder de perspectiva que las operaciones de regeneración, aunque son intervenciones positivas en el medio y largo plazo, en el corto plazo van a generar molestias y perjuicios a los habitantes de la zona ¿Qué mecanismo de participación/implicación se va a arbitrar?

6. ...    

� Hay que hacer notar que la jurisprudencia europea no es muy clara en lo que refiere al propio deslinde conceptual de lo que ha de entenderse por naturaleza contractual. Aunque su posición es muy variable en el tiempo, el Tribunal de Justicia ha llegado a defender que cualquiera sea la actuación pública que genere una plusvalía en el patrimonio de un particular tiene naturaleza contractual (sentencia “AUROUX y Otros”) Por ello, no resultaría muy complicado defender la naturaleza jurídica concesional de la plusvalía urbanística.


No obstante, conviene llamar la atención de que dicha doctrina ha sido propuesta matizarla en posteriores litigios por parte de los Abogados Generales (Conclusiones del Abogado General en el asunto HELMUT MULLER, Noviembre 2009 punto 59 a 62) precisamente en aras a dejar fuera del ámbito de aplicación de la Directiva de contratación todo lo referido al ejercicio ordinario de las facultades públicas en el ámbito urbanístico.   





� Como ayuda a los trabajos de este taller se aportó desde la organización este guión de debate:


CIUDAD CONSTRUÍDA COMO RETO


LA CIUDAD COMO REALIDAD PLURAL. POLINUCLEARIDAD. BARRIOS


Los barrios como espacio de convivencia ciudadana. Concepto, alcance


La escala óptima de los barrios como espacios de convivencia


La integración de los barrios en la ciudad. Conectividad, accesibilidad


Los barrios y la “gentrificación” 


....


puesta en valor de la ciudad construida y urbanizada


Reforma urbana frente al desarrollismo. 


Rehabilitación de Vivienda. Retos, oportunidades. Nuevos instrumentos


La transformación urbanística integral de barrios residenciales. Implicaciones económicas y sociales


Instrumentos y recursos nuevos al servicio de las políticas de reforma urbana


Movilización de vivienda vacía (nueva y usada)


Paisajismo urbano. Alcance del concepto. ¿Urbanismo comercial? ....


Buenas prácticas en reutilización de espacios urbanos vacantes y en puesta en valor de espacios públicos (patios verdes, calles verdes, huertos urbanos, etc.)


...


SOSTENIBILIDAD. EN PARTICULAR, LA MOVILIDAD EN LA CIUDAD 





Compacidad y mixtificación de usos frente a dispersión y división funcional de los espacios urbanos. Estandarización urbanística.


Impacto sociológico de la presencia mixta de viviendas libres y protegidas en el mismo barrio


Movilidad urbana. Requerimientos óptimos. Intermodalidad, frecuencias del servicio, infraestructuras de aparcamiento, modos de transporte, etc.


La importancia de los itinerarios peatonales en la ciudad. 


Movilidad y sostenibilidad. Buenas prácticas


... 


CIUDAD, URBANISMO Y CIUDADANÍA. 


Del derecho a la vivienda al derecho a la ciudad. En particular, la calidad de vida del ciudadano. Aspectos a considerar.


La planificación territorial y urbana como límites al crecimiento “salvaje”. 


Las condiciones “ambientales” de la ciudad. Ruido, calidad del agua, aire


Espacios y equipamientos públicos al servicio de la ciudadanía. Espacios de encuentro. 


Urbanismo y la participación ciudadana. Alcance. 


Seguridad ciudadana y el Urbanismo. Urbanismo inclusivo 


...


la estrategia de desarrollo de las ciudades


La competitividad de las ciudades por la atracción de inversiones externas


Una nueva escala de comprensión de la ciudad. El concepto de la ciudad – región internacional a debate


El difícil equilibrio entre competitividad – calidad de vida – identidad propia


... 














 

















